PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados solicita al Poder Ejecutivo provincial que arbitre los medios necesarios ante el Gobierno Nacional para lograr una modificación en el Impuesto a las Ganancias y una reducción en el Impuesto al Valor Agregado (I.V.A.). Asimismo propone que la eventual disminución registrada en ambos gravámenes, fruto de las modificaciones introducidas, sea compensada por gravámenes a la renta obtenida por transacciones financieras y a las ganancias de capital.

Sr. Presidente: 

 


La situación planteada hace unas pocas semanas en el conflicto de la sureña localidad de Las Heras, en la cual sindicalistas del sector petrolero reclamaban al Gobierno nacional – entre otras demandas - la suba del “mínimo no imponible” del impuesto a las ganancias, colocó nuevamente en el tapete a la política tributaria en nuestro país, haciendo imperiosa una revisión profunda para lograr el cambio de la matriz de los tributos que pagan los trabajadores en relación de dependencia y la población en general.

 


En septiembre de 1999, un trabajador en relación de dependencia con familia tipo que obtenía ingresos equivalentes a 4,8 veces la canasta básica total no se encontraba alcanzado por el Impuesto a las Ganancias; mientras que ya en noviembre de 2005, un empleado con la misma situación familiar y que obtenía ingresos proporcionalmente inferiores, es decir equivalentes a 2,8 veces la canasta básica total, se ha transformado en un contribuyente del mencionado  impuesto. 

 


Algunos podrían tener la impresión que toda esta gente ahora está ganando más y que tiene un poder adquisitivo mayor. Pero no es así. La mayoría en términos reales y de bolsillo, gana menos o, en el mejor de los casos, lo mismo porque las mejoras salariales que recibieron después de la devaluación fueron menores a la suba de precios. 

 


Según datos del Cippec, el 93 % de los asalariados queda fuera del tributo, es decir que sólo pagan 7 de cada 100. Así planteado, el esquema vigente parecería equitativo. Pero el nivel de concentración de ingresos es tal que dentro de los 500.000 asalariados que ahora están alcanzados por el impuesto, hay muchos cuyos ingresos netos oscilan en $ 2.000, dinero que para una familia tipo representa un ingreso de modesta factura, que apenas alcanza a cubrir las necesidades de una familia media urbana.

 


Se sabe, como se mencionó anteriormente, que el impuesto a las ganancias no afecta a la gran mayoría de la población, porque, a pesar de que el empleo formal aumentó, el 70% de los trabajadores gana menos de setecientos pesos ($700). A partir de esto, es que surge la segunda propuesta, es decir, la reducción en el Impuesto al Valor Agregado (I.V.A.). Este impuesto lo pagamos todos y su reducción representaría una baja considerable en el precio de los productos y/o servicios que a diario consumimos. 

 


Pero más allá de la situación coyuntural que actualmente se plantea, es nuestra obligación advertir que la solución de fondo se encontraría haciendo un profundo análisis de la matriz tributaria nacional que actualmente está vigente para lograr modificarla y de ese modo, conciliar los intereses del erario público y los de la ciudadanía en general. Es por ello que consideramos necesario revisar la política de exceptuar (como actualmente se hace) el impuesto a la renta financiera y a las ganancias de capital. De este modo se iría transformando la matriz tributaria tomando como eje el concepto de que “pague más, el que más gana”. No podemos seguir con la situación retrógrada mediante la cual un beneficiario del plan “Jefes y Jefas de Hogar” paga el mismo tributo (en IVA) que otra persona con ingresos mucho más suculentos. 

 


Por todo lo expuesto, es que solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto de comunicación. 

